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Señor  
Juez Cuarto Civil Municipal de Santa Marta 
Dr. Leonardo De Jesús Torres Acosta 
E.                           V.                          D. 
 
REF: PROCESO EJECUTIVO DE.- Comunidad Cabañas de Tahití Vs Franklin De Jesús Martínez
Martinez. 
Radicación: 47-001-40-53-004-2017-00086-00. 
 
Asunto: Interposición de Recurso de Reposición y en subsidio Apelación. 
 
FRANKLIN DE JESÚS MARTÍNEZ MARTÍNEZ, de generalidades conocidas en el plenario sub lite, a
usted le ocurro con caro y protocolario respeto para manifestarle que por medio del presente memorial
interpongo Recursos de Reposición y en subsidio Apelación en contra de la providencia de fecha 2 de
mayo de 2023, notificada en estado el 3 de mayo de la misma anualidad, con la finalidad que se revoque
su providencia, bajo los siguientes epígrafes, las cuales se encuentran en el documento adjuntado en el
presente correo.

Atentamente,

____________________________________ 
FRANKLIN DE J. MARTINEZ MARTINEZ  
C.C. No. 9.139.502 de Magangué 
T. P. No. 63.756 del C. S. J. 
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Señor  

Juez Cuarto Civil Municipal de Santa Marta 

Dr. Leonardo De Jesús Torres Acosta 

E.                           V.                          D. 

 

REF: PROCESO EJECUTIVO DE.- Comunidad Cabañas de Tahití Vs Franklin De Jesús 

Martínez Martinez. 

Radicación: 47-001-40-53-004-2017-00086-00. 

 

Asunto: Interposición de Recurso de Reposición y en subsidio Apelación. 

 

FRANKLIN DE JESÚS MARTÍNEZ MARTÍNEZ, de generalidades conocidas en el 

plenario sub lite, a usted le ocurro con caro y protocolario respeto para manifestarle que por 

medio del presente memorial interpongo Recursos de Reposición y en subsidio Apelación en 

contra de la providencia de fecha 2 de mayo de 2023, notificada en estado el 3 de mayo de la 

misma anualidad, con la finalidad que se revoque su providencia, bajo los siguientes 

epígrafes:   

 

RAZONES DE INCONFORMIDAD. 

 

 Las predichas razones, en aras de la metodología para mejor comprensión, se contrae a lo 

consignado en los capítulos que vienen, los cuales desarrollarán lo atinente a la i) Orfandad 

de sentencia en los procesos compulsivos; ii) ausencia de título de ejecución, salvo en su 

mero aspecto formal; iii) carencia de revisión por el referido instrumento compulsivo por su 

señoría:   

 

Es pues, de verse: 

CAPÍTULO I 

 

Precisión Inicial. 

 

Carencia de sentencia en punto de plenarios compulsivos. 

 

1.- Se programa el presente acápite trayendo a cuento que, desde viejas edades, al igual que en la 

hora de ahora, se pueden proponer nulidades procesales en el plenario compulsivo, hasta antes del 

pago. Así se tiene que, de cara al código judicial patrio de 1930, (art 456), sostenía sesudamente la 

Corte Suprema de justicia “deben el primer lugar estudiarse si después de dictada la sentencia 

de pregón y remate se puede pedir la declaratoria de nulidad, a pesar de los términos del 

artículo 436 (sic) del C.J. Ante todo importa patentizar que la sentencia que manda rematar 

los bienes embargados no es una decisión que haya soltado una controversia y finalizado un 

juicio: es más bien un proveído que dispone avanzar las diligencias tendientes a obtener un 

pago de la deuda, pues el ejecutivo, más que un juicio es un conjunto de actuaciones que se 

encamina a la recaudación de deudas acreditadas por fallos definitivos o títulos 

equiparables a estos. De suerte que el memorado artículo, de rigurosa y estricta aplicación 

en juicios ordinarios, no puede ni debe cumplirse con igual exactitud en estos procedimientos 

coercitivos. (Auto S de N.G., 9 de diciembre de 1935, XLIV, 227). 

 

2.- Posteriormente, ya de cara al código de procedimiento civil (decreto 1400 y 2019 de 

1970), dijo la Corte a propósito “La orden de seguir adelante la ejecución no es una sentencia 

que le pone fin al proceso ejecutivo y en tal virtud durante las etapas subsiguientes 

enderezadas a obtener la efectividad de la ejecución, la parte afectada con un vicio puede y 

debe alegarla incidentalmente tal como lo prevé el inciso 4to del art 142 del C. de P.C.” (…) 

“en tratándose de procesos ejecutivos, como quiera que la orden de seguir adelante la 

ejecución no contiene la fuerza finalista de la sentencia de los demás procesos, pues carece 

de la virtud para ponerle fin al proceso, pues en realidad es un eslabón más del 

procedimiento, pues la finalidad del proceso ejecutivo es el pago de una acreencia 

insatisfecha.  Por tal suerte, se puede proponer la nulidad antes de dicho pago” (sentencia de 

Casación Civil No. 258 del 19 de julio de 1988) 
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3.- En reciente pronunciamiento, la misma alta colegiatura patentiza sobre el tema “Que el juicio 

ejecutivo parte de la existencia de un derecho cierto, en principio, no discutido, que permite 

a su titular acudir a la jurisdicción para obtener el cumplimiento forzado del deudor, por lo 

que en el evento de que el ejecutado no formule oposición alguna a esa reclamación, el art 

507 del código de procedimiento civil prevé que se debe proferir un auto en el que se ordene 

el remate y avalúo de los bienes embargados, o simplemente seguir adelante la ejecución 

para el cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento de pago (hacer, 

no hacer , dar cosas distintas de dinero), frente al cual ni siquiera cabe recurso de apelación, 

luego no existe en estrictez una sentencia. 

“Si bien es cierto que cuando el ejecutado formula excepciones de mérito, de acuerdo con el 

art 510 del C de PC, el juzgador deberá decidir sobre las mismas en sentencia, esta 

determinación lo único que hace es reexaminar la satisfacción de los requisitos esenciales 

del título, en cuanto a la vigencia o no de la prestación debida y su alcance, ora para poner 

fin a la ejecución de hallarlos incumplidos o para desestimar los reproches y hacer idénticas 

determinaciones, esto es ordenar el remate y avalúo o seguir adelante la ejecución, sin que 

en modo alguno tales determinaciones puedan calificarse de <sentencias de condena>, 

capaces de generar las consecuencias que de ese tipo de decisiones emergen.” (SC 5515-

2019 de 18 de diciembre de 2019; Rad No 11001-31.03-018-2013-00104-01; mag pon dra Margarita 

Cabello Blanco). 

 

4.- Por su lado, la Corte Constitucional, en la hora de ahora, con claridad supina enseña que las 

nulidades en mención se pueden proponer en cualquier momento después del fallo en los apellidados 

procesos de ejecución, siempre y cuando no se hubiere dado el pago, evento en el cual fenecen. (Cons. 

Sentencia T – 081 de 2009). 

 

CAPÍTULO II 

 

i.- Ausencia de título de ejecución, salvo en su mero aspecto formal. 

No ha cumplido la ejecutante, habida cuenta la existencia de “bilateralidad de la 

relación contractual”, que cumple la ley y el precedente constitucional para exigir. 

 

5.- Ciertamente, se programa lo atañedero a lo expuesto en el acápite trayendo a colación 

delanteramente que “Los procesos ejecutivos no tienen por objeto declarar derechos dudosos 

o controvertibles, sino llevar a efecto aquellos que ya se encuentran reconocidos por actos 

o en títulos que contienen una obligación clara, expresa y exigible” (Corte Constitucional, 

Sentencia C-573 de 2003). 

Con arreglo a este apotegma, aplicándolo a los dispositivos pertinentes de la ley 675 de 2001, 

en el entendido que las normativas de esta última ley  forman parte del jus cogens o 

“imperativas”, de donde resulta que las obligaciones pecuniarias en la propiedad horizontal 

se montan en la determinación de los coeficientes de copropiedad, cuya actividad debe 

desarrollar necesaria e ineluctablemente la copropiedad y que aquí no ha llevado a cabo la 

ejecutante conforme a las preceptivas de la regulación 675 en cita. Basta ver que en el 

particular establece la plurimentada ley 675 en sus proposiciones normativas atañederas a los 

arts 25 y 26, las cuales rezan ad podde letters: 

 “De los coeficientes de copropiedad  

“ARTÍCULO 25. Obligatoriedad y efectos. Todo reglamento de propiedad horizontal deberá 

señalar los coeficientes de copropiedad de los bienes de dominio particular que integran el 

conjunto o edificio, los cuales se calcularán de conformidad con lo establecido en la presente 

ley. Tales coeficientes determinarán:  

“1. La proporción de los derechos de cada uno de los propietarios de bienes privados sobre 

los bienes comunes del edificio o conjunto.  

“2. El porcentaje de participación en la asamblea general de propietarios.  

“3. El índice de participación con que cada uno de los propietarios de bienes privados ha 

de contribuir a las expensas comunes del edifico o conjunto, mediante el pago de cuotas 

ordinarias y extraordinarias de administración, salvo cuando éstas se determinen de 

acuerdo con los módulos de contribución en la forma señalada en el reglamento.  

ARTÍCULO 26. Determinación. Salvo lo dispuesto en la presente ley para casos específicos, 

los coeficientes de copropiedad se calcularán con base en el área privada construida de 

cada bien de dominio particular, con respecto al área total privada del edificio o conjunto.  
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“El área privada libre se determinará de manera expresa en el reglamento de propiedad 

horizontal, en proporción al área privada construida, indicando los factores de ponderación 

utilizados.  

Parágrafo. Para calcular el coeficiente de copropiedad de parqueaderos y depósitos, se 

podrán ponderar los factores de área privada y destinación.”. 

 
6.- En lo atinente a las prementadas normativas, enseña la corte constitucional en su 

precedente jurisprudencial sentado en sentencia C-522 de 2002 que: 

 “De este modo es posible concluir que el coeficiente de propiedad se convierte en la forma 

óptima para medir de manera objetiva, proporcional y sobre todo específica las asignaciones 

porcentuales tanto de derechos y obligaciones de tipo económico como las enumeradas en 

el Capítulo V de la Ley 675 de 2001, cuando se trata de bienes inmuebles para vivienda, …”. 
 

7.- Así las cosas, a términos del citado art 26 las cuotas económicas que debe pagar por su 

inmueble bajo propiedad privada cada propietario depende de la “proporción al área privada 

construida, indicando los factores de ponderación utilizados.”.  (subrayas y negritas sin 

nuestras). Refulge que no es el área del inmueble privado, sino del área construida, lo dice 

la propia ley 675, amén del precedente constitucional glosado, cuya ratio decidendi, por 

sabido se tiene, es de estirpe normativa y obligatoria erga omnes, los que determinan el 

coeficiente de copropiedad y con fundamento en este el cobro de las correspondientes cuotas 

económicas de administración a pagar.  

En la obvia advertencia que y todo el ordenamiento, dentro del mismo los contratos, 

reglamentos (arts 15, 16 y 1602 del código civil), y demás disposiciones, yacen sometidas al 

“principio de legalidad”, por lo cual, la ley 675 ha de ser observada a pie juntillas en este 

aspecto por el reglamento exhibido por la aquí actora. 

Por ende, con relación al área construida en los bienes privados y no con base en el área de 

tal cosa raíz, es que se establece un coeficiente de copropiedad, de donde, con estribo en este, 

de acuerdo al art 13 superior, el principio de igualdad, que en este caso tipifica asaz, se tiene 

que quienes tienen mayor área construida deben pagar más, que es lo que no acaece en el 

caso sub judice, ya que hay predios con áreas construidas mucho mayores a la del suscrito 

que pagan menos, lo cual riñe con la lógica, la ley y el principio de igualdad, de buena fe y 

de confianza legítima.  

 

ii.- Excepción de contrato no cumplido. 

 

8.- Sobre este principio en los procesos ejecutivos, es decir, “exceptio non adimpletis 

contractus”, contemplado en el art 1609 del código civil, dice la Corte  

Constitucional, en fallo T-451/18, apoyada en sentencias de la Corte Suprema de Justicia, 

que “El artículo 1609 del Código Civil establece que “en los contratos bilaterales ninguno 

de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo 

cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y el tiempo debidos”. Esto quiere 

decir que en los contratos bilaterales no se estará en mora de cumplir lo pactado mientras 

la contraparte no lo haya cumplido en la forma y el tiempo establecidos en los términos 

contractuales o la ley[105]. 

 “Esta Corporación indicó que con esa disposición se busca impedir “que una de las partes 

quiera prevalerse del contrato y exigir a la otra su cumplimiento, mientras ella misma no 

cumpla o no esté dispuesta a cumplir las obligaciones que le incumben”[106]. En la 

sentencia T-537 de 2009 se pronunció sobre la naturaleza de la excepción de contrato no 

cumplido, en los siguientes términos: 

 ““El contenido de esta cláusula refleja los más elementales parámetros de equidad, simetría 

y buena fe que deben ser entendidos como elementos connaturales a las obligaciones 

contractuales bilaterales[107], prescribiendo lo que es el producto de un análisis basado en 

la justicia material de las relaciones contractuales: si una de las partes de una relación 

bilateral no está en posición de cumplir las obligaciones contractuales, cómo puede exigirle 

a la otra el cumplimiento de la prestación debida? La idea de esta figura es brindar una 

posibilidad de resolución de diferencias originadas en contratos en donde se ha presentado 

un abandono recíproco de las prestaciones a cargo de las partes contratantes, evitando que 

las mismas queden en un estado de indefinición permanente. En este sentido ha manifestado 
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la Corte Suprema “es necesario asimismo hacer ver que por obra de aquella circunstancia 

[el mutuo incumplimiento,] no siempre ha de quedar atascada la relación derivada del 

negocio y sometida en consecuencia “…a la indefinida expectativa de que -en algún tiempo- 

pueda ejecutarse o resolverse el contrato no cumplido por iniciativa exclusiva de aquella de 

las dos que considere derivar mayores ventajas del incumplimiento común, o de que la 

acción implacable del tiempo le da vigencia definitiva a través de la prescripción… (G. J. 

Tomo CXLVIII, pág. 246)[108]”[109]. 

 “24.   En reciente jurisprudencia -sentencia de casación SC2307-2018 del 25 de junio de 

2018-[110] la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia explicó la importancia 

de la cláusula contenida en el artículo 1609. Para ello, primero hizo referencia a la figura 

de la condición resolutoria tácita contenida en el artículo 1546 del Código Civil[111], en 

virtud de la cual en los contratos bilaterales el contratante cumplido tiene la facultad de 

pedir la resolución o el cumplimiento del pacto, en uno y otro caso, con indemnización de 

perjuicios, frente al extremo contrario del negocio que no respetó las obligaciones 

adquiridas. 

 “Al respecto, expuso que “cuando las partes deben acatar prestaciones simultáneas, para 

hallar acierto a la pretensión judicial fincada en el canon 1546 citado, es menester que el 

demandante haya asumido una conducta acatadora de sus débitos, porque de lo contrario 

no podrá incoar la acción resolutoria o la de cumplimiento prevista en el aludido precepto, 

en concordancia con la exceptio non adimpleti contractus regulada en el canon 1609 de la 

misma obra, a cuyo tenor ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo 

pactado, mientras el otro por su lado no cumpla, o no se allane a cumplirlo en la forma y 

tiempo debidos”. 

 “Más adelante, mencionó que si la pretensión invocada no es la resolutoria sino la de 

cumplimiento del acuerdo, la exigencia aumenta “porque quien así lo demanda requiere 

haber honrado sus compromisos, aun en el supuesto de que su contraparte no lo haya hecho 

previamente”. Luego recordó que la solución es distinta en el evento de incumplimiento 

recíproco de las partes, según se trate de obligaciones simultáneas o sucesivas. 

 “Sobre este punto[112], señaló que “en ambas hipótesis, para demandar tanto la resolución 

como el cumplimiento, es necesario que el promotor del proceso se haya allanado a cumplir 

en el lugar y tiempo debidos, y en el de las segundas, además, que su incumplimiento sea 

posterior al del otro extremo del contrato”[113], o en otras palabras “el demandante 

incumplidor postrero de obligaciones sucesivas, carece de legitimación para solicitar la 

ejecución de un contrato bilateral, cuando no estuvo presto a cumplir en la forma y tiempo 

debidos, porque de una actitud pasiva, como es apenas natural entenderlo, no puede surgir 

el derecho a exigir de los demás que cumplan”[114]. 

 “Acto seguido, la Sala Civil de ese Tribunal acotó que la razón de ser de dicha exigencia 

adicional, en tratándose de la solicitud judicial de cumplimiento contractual, se sustenta en 

que “el que pide el cumplimiento con indemnización de perjuicios sí tiene necesariamente 

que allanarse a cumplir él mismo, puesto que, a diferencia de lo que ocurre en aquel primer 

caso (demanda de resolución), en que el contrato va a DESAPARECER por virtud de la 

resolución impetrada, y con él las obligaciones que generó, en el segundo va a SOBREVIVIR 

con la plenitud de sus efectos, entre ellos la exigibilidad de las obligaciones del demandante, 

las que continuarán vivas y tendrán que ser cumplidas a cabalidad por éste”[115]. 

------000--- 

[105] Sentencia T-537 de 2009. 

[106] Sentencia C-269 de 1999. La Corte citó a Ospina Fernández Guillermo y Ospina Acosta 

Eduardo, Teoría General de los actos o negocios jurídicos, Editorial Temis S.A. Bogotá-

Colombia, 1987 Tercera Edición, pág. 62. 

[107] Corte suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de octubre 11 de 1977. 

[108] Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación civil, sentencia de siete de marzo de 2000, 

exp. 5319. 

[109] Sentencia T-537 de 2009. 

[110] Radicado n.° 2003-00690-01. 

[111] ARTICULO 1546. “CONDICION RESOLUTORIA TÁCITA. En los contratos 

bilaterales va envuelta la condición resolutoria en caso de no cumplirse por uno de los 

contratantes lo pactado. Pero en tal caso podrá el otro contratante pedir a su arbitrio, o la 

resolución o el cumplimiento del contrato con indemnización de perjuicios”. 

[112] Reiteró la sentencia SC4420 de 8 abr. 2014, rad. 2006-00138-01. 
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[113] Ibídem. 

[114] Ibídem. 

[115] Reiteró las sentencias SC de 29 nov. 1978, reiterada en SC de 4 sep. 2000 rad. nº 5420, 

SC4420 de 2014, rad. nº 2006-00138, SC6906 de 2014, rad. nº 2001-00307-01, entre otras. 

----0000-- 

 

8 bis.- Como corolario de lo expuesto y ajustándolo a la causa sub lite presente,  brilla al ojo 

que la entidad ejecutante aquí no ha cumplido con la ley, ni con el precedente judicial, por lo 

cual, para demandar la ejecutante al suscrito FRANKLIN MARTÍNEZ MARTÍNEZ la 

compulsión que nos concita, debió primeramente cumplir con sus deberes; por tal razón su 

reglamento en el particular es parcializado, ilegal e inconstitucional, pues, en este postrero 

aspecto conculca la sentencia C- 522 de 2002 de la Corte Constitucional, de donde, NO 

OBLIGA, ya que en lo formal, puede que sea en apariencia un título de apremio, pero en lo 

sustancial, NO. 

 

CAPÍTULO III 

 

Habida cuenta no hay sentencia en el presente plenario ejecutivo, 

el juzgador debe reexaminar el título de compulsión  

en todo momento, antes del pago. 

 

9.- Desarrolla el actual epígrafe la Corte Suprema de Justicia (STC 3298-2019 de 14 de marzo 

de 2019 (Rad T 2500022130002019-00018-01; ID 660030; M. P. Dr. Luis Armando Tolosa 

Villabona), con insistentes palabras del siguiente tenor, a pesar de lo ordenado en el art 430 

inc. 2º del código general del proceso “Y es que sobre el particular de la revisión oficiosa 

del título ejecutivo esta Sala precisó, en CSJ STC18432-2016, 15 dic. 2016, rad. 2016-

00440-01, lo siguiente:  

“Los funcionarios judiciales han de vigilar que al interior de las actuaciones procesales 

perennemente se denote que los diversos litigios, teleológicamente, lo que buscan es dar 

prevalencia al derecho sustancial que en cada caso se disputa (artículos 228 de la 

Constitución Política y 11 del Código General del Proceso); por supuesto, ello comporta 

que a los juzgadores, como directores del proceso, legalmente les asiste toda una serie de 

potestades, aun oficiosas, para que las actuaciones que emprendan atiendan la anotada 

finalidad, mismas que corresponde observarlas desde la panorámica propia de la estructura 

que constituye el sistema jurídico, mas no desde la óptica restricta derivada de interpretar y 

aplicar cada aparte del articulado de manera aislada (…)”.  

“Entre ellas, y en lo que atañe con el control que oficiosamente ha de realizarse sobre el 

título ejecutivo que se presenta ante la jurisdicción en pro de soportar los diferentes 

recaudos, ha de predicarse que si bien el precepto 430 del Código General del Proceso 

estipula, en uno de sus segmentos, en concreto en su inciso segundo, que «[l]os requisitos 

formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición contra el 

mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título 

que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos 

formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia 

o en el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso», lo cierto es que 

ese fragmento también debe armonizarse con otros que obran en esa misma regla, así como 

también con otras normas que hacen parte del entramado legal, verbigracia, con los cánones 

4º, 11, 42-2º y 430 inciso 1º ejúsdem, amén del mandato constitucional enantes aludido (…)”.  

“Por ende, mal puede olvidarse que así como el legislador estipuló lo utsupra preceptuado, 

asimismo en la última de las citadas regulaciones, puntualmente en su inciso primero, 

determinó que «[p]resentada la demanda acompañada de documento que preste mérito 

ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación 

en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal» (…)”.  

“De ese modo las cosas, todo juzgador, no cabe duda, está habilitado para volver a estudiar, 

incluso ex officio y sin límite en cuanto atañe con ese preciso tópico, el título que se presenta 

como soporte del recaudo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al analizar, por vía de 

impugnación, la orden de apremio impartida cuando la misma es de ese modo rebatida, 

como también a la hora de emitir el fallo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio 
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judicial, en tanto que ese es el primer aspecto relativamente al cual se ha de pronunciar la 

jurisdicción, ya sea a través del juez a quo, ora por el ad quem (…)”.  

“Y es que, como la jurisprudencia de esta Sala lo pregonó en plurales oportunidades 

relativamente a lo al efecto demarcado por el Código de Procedimiento Civil, lo cual ahora 

también hace en punto de las reglas del Código General del Proceso, para así reiterar ello 

de cara al nuevo ordenamiento civil adjetivo, ese proceder es del todo garantista de los 

derechos sustanciales de las partes trabadas en contienda, por lo que no meramente se erige 

como una potestad de los jueces, sino más bien se convierte en un «deber» para que se logre 

«la igualdad real de las partes» (artículos 4º y 42-2º del Código General del Proceso) y «la 

efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial» (artículo 11º ibidem) (…)”.  

“Ese entendido hace arribar a la convicción de que el fallador mal puede ser un convidado 

de piedra del litigio, sino que, en cambio, antes que otra cosa, tiene que erigirse dentro del 

juicio en un defensor del bien superior de la impartición de justicia material. Por tanto, así 

la cita jurisprudencial que a continuación se transcribe haya sido proferida bajo el derogado 

Código de Procedimiento Civil, la misma cobra plena vitalidad para predicar que del mismo 

modo, bajo la vigencia del Código General del Proceso: [T]odo juzgador, sin hesitación 

alguna, […] sí está habilitado para estudiar, aun oficiosamente, el título que se presenta 

como soporte del pretenso recaudo ejecutivo, pues tal proceder ha de adelantarlo tanto al 

analizar, por vía de impugnación, la orden de apremio dictada cuando la misma es rebatida, 

y ello indistintamente del preciso trasfondo del reproche que haya sido efectuado e incluso 

en los eventos en que las connotaciones jurídicas de aquel no fueron cuestionadas, como 

también a la hora de emitir el fallo de fondo con que finiquite lo atañedero con ese escrutinio 

judicial, en tanto que tal es el primer tópico relativamente al cual se ha de pronunciar a fin 

de depurar el litigio de cualesquiera irregularidad sin que por ende se pueda pregonar 

extralimitación o desafuero en sus funciones, máxime cuando el proceso perennemente ha 

de darle prevalencia al derecho sustancial (artículo 228 Superior) (…)”.  

“(…)”. “En conclusión, la hermenéutica que ha de dársele al canon 430 del Código General 

del Proceso no excluye la «potestad-deber» que tienen los operadores judiciales de revisar 

«de oficio» el «título ejecutivo» a la hora de dictar sentencia, ya sea esta de única, primera 

o segunda instancia (…), dado que, como se precisó en CSJ STC 8 nov. 2012, rad. 2012-

02414-00, «en los procesos ejecutivos es deber del juez revisar los términos interlocutorios 

del mandamiento de pago, en orden a verificar que a pesar de haberse proferido, realmente 

se estructura el título ejecutivo (…) Sobre esta temática, la Sala ha indicado que “la orden 

de impulsar la ejecución, objeto de las sentencias que se profieran en los procesos ejecutivos, 

implica el previo y necesario análisis de las condiciones que le dan eficacia al título 

ejecutivo, sin que en tal caso se encuentre el fallador limitado por el mandamiento de pago 

proferido al comienzo de la actuación procesal (…)”.  

“De modo que la revisión del título ejecutivo por parte del juez, para que tal se ajuste al 

canon 422 del Código General del Proceso, debe ser preliminar al emitirse la orden de 

apremio y también en la sentencia que, con posterioridad, decida sobre la litis, inclusive de 

forma oficiosa (…)”.  

“Y es que, valga precisarlo, el legislador lo que contempló en el inciso segundo del artículo 

430 del Código General del Proceso fue que la parte ejecutada no podía promover defensa 

respecto del título ejecutivo sino por la vía de la reposición contra el mandamiento de pago, 

cerrándole a ésta puertas a cualquier intento ulterior de que ello se ventile a través de 

excepciones de fondo, en aras de propender por la economía procesal, entendido tal que 

lejos está de erigirse en la prohibición que incorrectamente vislumbró el tribunal 

constitucional a quo, de que el juzgador natural no podía, motu proprio y con base en las 

facultades de dirección del proceso de que está dotado, volver a revisar, según le atañe, 

aquel a la hora de dictar el fallo de instancia; otro entendido de ese precepto sería colegir 

inadmisiblemente que el creador de la ley lo que adoptó fue la ilógica regla de que de 

haberse dado el caso de librarse orden de apremio con alguna incorrección, ello no podía 

ser enmendado en manera alguna, razonamiento que es atentatorio de la primacía del 

derecho sustancial sobre las ritualidades que es postulado constitucional y que, por ende, 

no encuentra ubicación en la estructura del ordenamiento jurídico al efecto constituido 

(…)”. 

 

CAPÍTULO IV 
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SE DESDEÑA EL FALLO DEL JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO EN 

LO REFERENTE A DESDE CUANDO SE DEBEN LAS CUOTAS DE 

ADMINISTRACIÓN. 

 

10.- Se avisora en la liquidación del crédito aprobada, que la misma no debe efectuarse a 

partir del mes de julio de 2010, sino a partir del día 4 de octubre de 2013, fecha en la cual fue 

adjudicado el bien inmueble Cabaña 10 distinguido con F.M.I. No. 080-1237, así lo determina 

el auto proferido por el Juzgado Noveno Civil del Circuito de Barranquilla, tal como consta 

en el Certificado de Libertad y Tradición del bien inmueble en mención. 

 

11.- Se encuentra probado procesalmente, es que no soy solidario con respecto al anterior 

propietario del bien inmueble con F.M.I. No. 080-1237 frente a las expensas causadas antes 

de la ejecutoria del auto de fecha 4 de octubre de 2013, de conformidad con lo decidido por 

el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta en sentencia de segunda instancia, 

proferida el día 22 de junio de 2018, dentro del proceso verbal instaurado por el suscrito en 

contra la Copropiedad COMUNIDAD CABAÑAS DE TAHITI, por medio del cual se 

resolvió lo siguiente:  

 

“1- REVOCAR la sentencia dictada por el Juzgado Séptimo Civil Municipal de esta 

ciudad en audiencia celebrada el 14 de julio de 2017 dentro del proceso verbal que 

promovió el señor FRANKLIN DE JESUS MARTINEZ MARTINEZ, contra la 

propiedad horizontal COMUNIDAD CABAÑAS DE TAHITI, con reconvención 

promovida por ésta contra el aludido señor, de conformidad con lo expuesto en 

precedencia. 

 

2- DENEGAR las pretensiones efectuadas por la propiedad horizontal 

COMUNIDAD CABAÑAS DE TAHITI en la demanda de reconvención que formuló 

contra el señor FRANKLIN MARTINEZ MARTINEZ. 

 

3- (…). 

 

4- En consecuencia, declárese que el señor FRANKLIN MARTINEZ MARTINEZ 

no es solidario con el anterior propietario del bien con F.M.I. No. 080-1237 frente 

a las expensas causadas antes de la ejecutoria del auto del 4 de octubre de 2013, a 

través del cual le fue adjudicado por cuenta del crédito el bien identificado con F. 

M.I. No. 080-1237. 

 

5- (…)”. (Negrilla nuestro). 

 

12.- La parte ejecutante y el Juez de la causa, está desconociendo el precedente 

jurisprudencial, al pretender liquidar y aprobar el crédito desde el mes de julio de 2010, 

cuando existe una sentencia ejecutoriada que determinó que no soy solidario con el anterior 

propietario del bien inmueble con F.M.I. No. 080-1237 de las expensas causadas antes del 

auto de fecha 4 de octubre de 2013. 

 

El juez de instancia al proferir el auto de fecha 2 de mayo de 2023, distorsiona la sentencia 

de segunda instancia, así se puede inferir en unos de sus apartes: “Ahora bien, una vez 

revisada la liquidación del crédito presentada por la parte actora, se tiene como fecha inicial 

el mes de julio de 2010, respetando así lo consagrado en el numeral 2 de la sentencia del 22 

de enero de 2018…”, aseveración que desconoce flagrantemente el contenido de la sentencia 

de fecha 22 de junio de 2018, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa 

Marta, en ese orden de ideas, el juzgador está conculcando unos derechos que fueron 

reconocidos en la instancia judicial. 

 

Con respecto al precedente judicial, me permito citar la sentencia C-634 de 2011, en la cual 

se determina lo siguiente: 

 

“JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL-Carácter vinculante para las 

autoridades/JURISPRUDENCIA COMO FUENTE FORMAL DEL DERECHO-
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Reconocimiento/CARACTER VINCULANTE DE LA JURISPRUDENCIA 

CONSTITUCIONAL-Razones en que se fundamenta/ACTIVIDAD CREADORA DE 

DERECHO POR PARTE DE LOS JUECES CON EL PRINCIPIO DEMOCRATICO-

Compatibilidad/SOLUCION DE CONTROVERSIAS EN SEDE JURISDICCIONAL-

Reglas aplicables/CARACTER VINCULANTE DE LOS PRECEDENTES DE LAS 

ALTAS CORTES-Se explica a partir de la aplicación de los principios básicos del Estado 

Constitucional, como la igualdad y seguridad jurídica. 

 

El reconocimiento de la jurisprudencia como fuente formal de derecho, opción adoptada por 

el legislador en la norma demandada, se funda en una postura teórica del Derecho que parte 

de considerar que los textos normativos, bien sea constitucionales, legales o reglamentarios, 

carecen de un único sentido, obvio o evidente, sino que solo dan lugar a reglas o 

disposiciones normativas, estas sí dotadas de significado concreto, previo un proceso de 

interpretación del precepto.  Esta interpretación, cuando es realizada por autoridades 

investidas de facultades constitucionales de unificación de jurisprudencia, como sucede con 

las altas cortes de justicia, adquiere carácter vinculante. La necesidad de otorgar esa fuerza 

obligatoria a los precedentes se explica a partir de varias razones”.  

 

Así mismo las autoridades administrativas y judiciales están sujetas al imperio de la ley, tal 

y como se determina en la sentencia en mención, así: 

ACTIVIDAD JUDICIAL-Sujeción al imperio de la ley/IMPERIO DE LA LEY-

Adecuada interpretación del concepto/RATIO DECIDENDI DE LAS DECISIONES 

QUE UNIFICAN JURISPRUDENCIA-Alcance/SUJECION DE LA ACTIVIDAD 

JUDICIAL AL IMPERIO DE LA LEY-Aplicación del conjunto de normas 

constitucionales y legales, valores, objetivos, incluida la interpretación jurisprudencial 

de los máximos órganos judiciales.  

La definición de las reglas de derecho que aplican las autoridades administrativas y judiciales 

pasa un proceso interpretativo previo, en el que armoniza el mandato legal particular con el 

plexo de derechos, principios y valores constitucionales relacionados con el caso, junto con 

los principios rectores que ordenan la materia correspondiente.  A su vez, cuando esta labor 

es adelantada por aquellas máximas instancias de justicia, que tienen la función 

constitucional de unificar jurisprudencia con carácter de autoridad, las subreglas resultantes 

son vinculantes, siendo el sustento de esa conclusión la naturaleza imperativa que la Carta 

confiere a la Constitución y a la ley.  En términos simples, el deber de acatar los mandatos 

superiores y legales incorpora, de suyo, el mandato imperativo de asumir como reglas 

formales de derecho las decisiones que unifican jurisprudencia y/o hacen tránsito a cosa 

juzgada constitucional, en tanto la ratio decidendi de esas sentencias contienen las subreglas 

que, mediante la armonización concreta de las distintas fuentes de derecho, dirimen los 

conflictos sometidos al conocimiento de las autoridades judiciales y administrativas.  Esta 

disciplina jurisprudencial, a su vez, garantiza la vigencia de principios nodales para el 

Estado Constitucional, como la seguridad jurídica y la igualdad de trato ante las autoridades. 

Sintetizando las decisiones de esta Corporación que han asumido el tópico en comento, 

señaló cómo “…[u]na interpretación adecuada del imperio de la ley a que se refiere el 

artículo 230 constitucional, significa para la jurisprudencia constitucional que la sujeción de 

la actividad judicial al imperio de la ley, no puede entenderse en términos reducidos como 

referida a la aplicación de la legislación en sentido formal, sino que debe entenderse referida 

a la aplicación del conjunto de normas constitucionales y legales, valores y objetivos, incluida 

la interpretación jurisprudencial de los máximos órganos judiciales, la cual informa la 

totalidad del ordenamiento jurídico.  || Sobre este tema, ha resaltado la Corte que (i) la 

intención del constituyente ha sido darle clara y expresa prevalencia a las normas 

constitucionales –art. 4º Superior- y con ella a la aplicación judicial directa de sus 

contenidos; (ii) que esto debe encontrarse en armonía con la aplicación de la ley misma en 

sentido formal, es decir, dictada por el Legislador, la cual debe ser interpretada a partir de 

los valores, principios, objetivos y derechos consagrados en la Constitución; (iii) que por 

tanto es la Carta Política la que cumple por excelencia la función integradora del 

ordenamiento; (iv) que esta responsabilidad recae en todos las autoridades públicas, 

especialmente en los jueces de la república, y de manera especial en los más altos tribunales; 

(v) que son por tanto la Constitución y la ley los puntos de partida de la interpretación 
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judicial; (vi) que precisamente por esta sujeción que las autoridades públicas administrativas 

y judiciales deben respetar el precedente judicial o los fundamentos jurídicos mediante los 

cuales se han resuelto situaciones análogas anteriores; (vii) que esta sujeción impone la 

obligación de respetar el principio y derecho de igualdad tratando igual los casos iguales; 

(viii) que mientras no exista un cambio de legislación, persiste la obligación de las 

autoridades públicas de respetar el precedente judicial de los máximos tribunales, en todos 

los casos en que siga teniendo aplicación el principio o regla jurisprudencial; (ix) que no 

puede existir un cambio de jurisprudencia arbitrario, y que el cambio de jurisprudencia debe 

tener como fundamento un cambio verdaderamente relevante de los presupuestos jurídicos, 

sociales existentes y debe estar suficientemente argumentado a partir de razonamientos que 

ponderen los bienes jurídicos protegidos en cada caso; (x) que en caso de falta de precisión 

o de contradicción del precedente judicial aplicable, corresponde en primer lugar al alto 

tribunal precisar, aclarar y unificar coherentemente su propia jurisprudencia; y (xi) que en 

estos casos corresponde igualmente a las autoridades públicas administrativas y a los jueces, 

evidenciar los diferentes criterios jurisprudenciales existentes para fundamentar la mejor 

aplicación de los mismos, desde el punto de vista del ordenamiento jurídico en su totalidad, 

“y optar por las decisiones que interpreten de mejor manera el imperio de la ley” para el 

caso en concreto”. 

“IMPERIO DE LA LEY-Sujeción de las autoridades administrativas y judiciales  

AUTORIDAD JUDICIAL-Requisitos estrictos para apartarse del precedente 

jurisprudencial/AUTORIDAD ADMINISTRATIVA-Acatamiento del precedente 

jurisprudencial es estricto, sin que resulte admisible la opción de apartarse del mismo. 

La Corte también refirió al grado de vinculación para las autoridades judiciales del 

precedente jurisprudencial emitido por las altas cortes.  Resulta válido que dichas 

autoridades, merced de la autonomía que les reconoce la Carta Política, puedan en eventos 

concretos apartarse del precedente, pero en cualquier caso esa opción argumentativa está 

sometida a estrictos requisitos, entre otros (i) hacer explícitas las razones por las cuales se 

aparte de la jurisprudencia en vigor sobre la materia objeto de escrutinio judicial; y (ii) 

demostrar suficientemente que la interpretación alternativa que se ofrece desarrolla de mejor 

manera los derechos, principios y valores constitucionales.  Esta opción, aceptada por la 

jurisprudencia de este Tribunal, está sustentada en reconocer que el sistema jurídico 

colombiano responde a una tradición de derecho legislado, la cual matiza, aunque no 

elimina, el carácter vinculante del precedente, lo que no sucede con otros modelos propios 

del derecho consuetudinario, donde el precedente es obligatorio, basado en el principio del 

stare decisis. Sin embargo, debe resaltarse que la opción en comento en ningún modo habilita 

a las autoridades judiciales para, en el ejercicio distorsionado de su autonomía, opten por 

desconocer el precedente, tanto de carácter vertical como horizontal, ante la identidad de 

supuestos jurídicos y fácticos relevantes, sin cumplir con los requisitos antes mencionados.  

Por lo tanto, resultarán inadmisibles, por ser contrarias a los principios de igualdad, 

legalidad y seguridad jurídica, posturas que nieguen la fuerza vinculante prima facie del 

precedente, fundamenten el cambio de jurisprudencia en un simple arrepentimiento o cambio 

de parecer, o sustenten esa decisión en el particular entendimiento que el juez o tribunal 

tengan de las reglas formales de derecho aplicables al caso.  En otras palabras, para que la 

objeción al precedente jurisprudencial resulte válida, conforme a la perspectiva expuesta, 

deberá demostrarse a que esa opción es imperiosa, en tanto concurren razones sustantivas 

y suficientes para adoptar esta postura, en tanto el arreglo jurisprudencial existente se 

muestra inaceptable.  Estas razones, a su vez, no pueden ser otras que lograr la vigencia de 

los derechos, principios y valores constitucionales.  En cambio, cuando el desconocimiento 

del precedente solo obedece a una actuación arbitraria del funcionario judicial, se está ante 

un abierto desconocimiento del principio de legalidad, sometido a las sanciones y demás 

consecuencias jurídicas que el ordenamiento reserva para conductas de esa naturaleza. 

Incluso, la Corte ha reconocido que tales decisiones arbitrarias, que desconocen 

injustificadamente el contenido y alcance de una regla jurídica, fijada con criterio de 

autoridad por una alta corte, puede configurar el delito de prevaricato, puesto que en esos 

casos no solo se está ante la ausencia de disciplina jurisprudencial, sino también ante una 

decisión que se aparte radicalmente del orden jurídico. No sucede lo mismo cuando se trata 

de autoridades administrativas.  En este caso, habida cuenta que esos funcionarios carecen 
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del grado de autonomía que sí tienen las autoridades judiciales, el acatamiento del 

precedente jurisprudencial es estricto, sin que resulte admisible la opción de apartarse del 

mismo.  Ello en el entendido que la definición, con fuerza de autoridad, que hacen las altas 

cortes del contenido y alcance de los derechos y, en general, de las reglas constitucionales y 

legales, resulta imperativa para la administración”. 

CAPITULO V 

 COBRO DE INTERESES POR PARTE DE LA COPROPIEDAD CABAÑAS DE TAHITI.  

13.- Si bien es cierto que existe una deuda por concepto de cuotas de administración, también 

es cierto que esta deuda se ha venido gestando por causas imputables a la COPROPIEDAD 

CABAÑAS DE TAHITI, ya que se han realizado ingentes esfuerzos para que el cobro de las 

cuotas de administración se realice con base en lo construido que equivalen a 100 M2 y no 

sobre la totalidad del área del lote que corresponde a 254.88 M2, tal y como lo establece el 

artículo 9 del Reglamento de Propiedad Horizontal, de la siguiente manera: 
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La COPROPIEDAD CABAÑAS DE TAHITI se niega en acatar la ley, para soportar dicha 

aseveración, se tienen las certificaciones que la COPROPIEDAD CABAÑAS DE TAHITI, 

donde relaciona la deuda que tiene el propietario de la cabaña No. 10, los cuales hacen 

referencia que el cobro de las cuotas de administración, se realizan con base en el área total 

del lote que corresponde a 254.88 M2. 

 

CAPÍTULO VI 

 

Solicitud de desistimiento tácito ignorada por su respetada Señoría. 

  

14.- Ciertamente, si se revisa el actual plenario de apremio, refulge con luz solar que hiere la 

vista, han transcurrido más de las (2) dos añadas de que habla el art. 317 del C.G.P aplicable 

en estas ocurrencias.  

 

Por ende, se denota la desidia de la parte activa y ante ello, es palmario la procedencia de la 

declaración de desistimiento tácito por mandamiento legal y no se hizo por su señoría.  

 

De cara a tal preclusión, ya finiquitó su competencia, dada la aplicación analógica del art 121 

del CGP, el seguir adelantando este proceso.  

En el mismo sentido el Tribunal Superior de Santa Marta en el proceso ejecutivo con 

Radicación No 2017-00156.00, a través de providencia de 30 de enero de 2023. 

 

En el auto objeto de recurso, el Juez guardo silencio respecto a dos (02) solicitudes de 

desistimiento tácito presentados por la parte ejecutada, los cuales me permito referenciar: 

 

A. Solicitud de desistimiento tácito de fecha 27 de enero de 2022, radicada el mismo día 

de manera virtual al correo del despacho. Dicha solicitud se fundamenta en lo 

siguiente: 

 

1.- “Dentro del proceso referenciado, se evidencia la falta de impulso procesal imputable 

a la parte demandante, inactividad que se viene gestando desde el25 de noviembre de 

2019 hasta el día 27de enero del 2022. 2.- La inactividad del proceso que hoy nos ocupa, 

tiene un término superior a los dos (2) años configurándose el desistimiento tácito que 

predica la norma.  3.- Realizado el ejercicio aritmético para el conteo de los términos de 

inactividad del proceso, podemos aseverar que nos encontramos dentro de un término 
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superior a los DOS (2) años, configurándose el desistimiento tácito enunciado en el 

numeral 2, literal b del artículo 317 del C.G.P. 4.- El impulso procesal que deprecamos 

corresponde al ejecutante, por lo tanto, la consecuencia de dicha desidia es el 

desistimiento tácito que estamos solicitando.”   

 

B. Solicitud de desistimiento tácito radicado el día 28 de julio de 2022 de manera virtual 

al correo del despacho. Dicha solicitud se fundamenta en lo siguiente: 

 

1.- “Dentro del proceso referenciado, se evidencia la falta de impulso procesal 

imputable a la parte demandante, inactividad que se viene gestando desde el 25 de 

noviembre de 2019 hasta el día 28 de JULIO del 2022. 2.- La inactividad del proceso 

que hoy nos ocupa, tiene un término superior a los dos (2) años configurándose el 

desistimiento tácito que predica la norma. 3.- Realizado el ejercicio aritmético para 

el conteo de los términos de inactividad del proceso, podemos aseverar que nos 

encontramos dentro de un término superior a los DOS (2) años, configurándose el 

desistimiento tácito enunciado en el numeral 2, literal b del artículo 317 del C.G.P. 

4.- El impulso procesal que deprecamos corresponde al ejecutante, por lo tanto, la 

consecuencia de dicha desidia es el desistimiento tácito que estamos solicitando.” 

 

De conformidad con lo anterior, y observando el expediente digitalizado, que fue compartido 

por el Juzgado el día 20 de abril de 2023, se evidencia que solo hay en dicho expediente una 

solicitud de desistimiento tácito que corresponde al de fecha 27 de enero de 2022, omitiendo 

registrar la solicitud de fecha 28 de julio de 2022. 

 

De conformidad con la norma procesal, artículos 109, 122 y 123 del Código General del 

Proceso, se debe garantizar la integridad del expediente, no se debe omitir el registro de 

cualquier actuación que atañe al proceso. El expediente es la materialización de lo que ha 

sucedido en el proceso, las actuaciones que no se registren allí, no existen. Se debe garantizar 

que las solicitudes presentadas por las partes deben reposar en el expediente, o de lo contrario 

se estaría violando el debido proceso. 

 

Desde otra arista, en la providencia objeto de recurso de reposición y apelación se omite 

resolver dichas solicitudes de desistimiento tácito, configurando la violación al debido 

proceso e igualdad de las partes, toda vez que las solicitudes de marras fueron presentadas 

primigeniamente que la “liquidación actualizada del crédito” presentada por la parte 

ejecutante, es decir, el día 17 de agosto de 2022. Los asuntos se resuelven en el orden de su 

radicación.   

 

CAPÍTULO VII 

 

LOS JUECES EN SUS DECISIONES DEBEN AUXILIARSE DE PERITOS 

 

En el artículo 42 del C.G.P., menciona que uno de los deberes del juez es “Emplear los 

poderes que este código le concede en materia de pruebas de oficio para verificar los hechos 

alegados por las partes.”. por otro lado, el artículo 234 del C.G.P. habla de peritación de 

entidades y dependencias oficiales, determinando que: “Los jueces podrán solicitar, de oficio 

o a petición de parte los servicios de entidades y dependencias oficiales para peritaciones 

que versen sobre materias propias de la actividad de aquellas. Con tal fin las decretará y 

ordenará librar el oficio respectivo para que el director de las mismas designe el funcionario 

o los funcionarios que deben rendir el dictamen.”. Por último, véase el artículo 446 del 

C.G.P, cuyo parágrafo dice: “el Consejo Superior de la Judicatura implementará los 

mecanismos necesarios para apoyar a los jueces en lo relacionado con la liquidación de 

créditos”. 

 

De lo anterior se concluye que, los jueces deben verificar los hechos alegados por las partes 

y para ello tiene herramientas en materia de pruebas para cumplir con dicho mandato. En el 

sub judice nos referimos al memorial de la parte ejecutante que “actualiza liquidación del 

crédito”.  
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Al leer detenidamente el auto en cuestión, percibimos que el juez no verificò si en realidad 

la liquidación presentada por el demandante estaba correcta o tenia yerros aritméticos, mucho 

menos se observa que se utilizaran peritos para la verificación de dicha liquidación. En 

asuntos matemáticos, los profesionales idóneos no son los abogados, estos últimos deben 

hacer uso de la interdisciplinariedad para llegar a la verdad sobre operaciones matemáticas.  

 

El C.G.P faculta al juez para hace uso de todas aquellas herramientas procesales para 

corroborar lo que tiene en estudio. 

 

CAPITULO VIII 

 

CONCLUSIÓN  

 

i).- Visto está que no hay título de ejecución; 

ii) – Desdeña su decisión la del Juzgado Tercero civil del Circuito que alude a desde cuando 

se debe cobrar la cuota de administración, habida cuenta que se adquiere por este servidor a 

través de remate el inmueble de marras; sin embargo, no dice nada más al respecto, o sea, 

sobre el coeficiente de copropiedad; de donde,  

iii) No reexamina el juzgador el título de compulsión, montado exclusivamente en la 

providencia de seguir adelante la ejecución. 

iv) Desdeña el fallo del Juzgado Tercero Civil del Circuito de Santa Marta Mgdalena. 

v) Omite resolver el desistimiento tàcito incoado oportunamente al despacho 

vi) Ignora la utilización de peritos para corroborar la liquidación incoada por la ejecurante.  

CAPITULO IX 

FUNDAMENTOS DE DERECHOS 

Derecho al Debido Proceso: Consagrado en el Art. 29 de la Constitución Política; 

Derecho de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución Art. 2° y 4º de la C. P; artículos 25, 26, 27 y 28 de la L. 675 de 2001 

y artículos 9, 16, 1519, 1524 y 1602 del C. C; Derecho de las Garantías Judiciales: Art. 

10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; Art. 14 numeral 1º del Pacto de 

Derechos Civiles y Políticos; Arts. 18 de la Declaración Americana sobre los Derechos y 

Deberes del Hombre; Art. 5º literal a) de la Convención Internacional sobre todas las 

formas de discriminación racial; Arts. 29, 58, 228 y 229 de la Constitución Política y 

Derecho a la igualdad de oportunidades procesales y a ser Juzgado conforme a las Leyes 

vigentes, art. 13 y 29 de la C. N; artículos 176 y 178 del C. G. P y artículos 2º numerales 

1, 2, 3 y 5º y art. 25, 26, 27 y 28 de la L. 675 de 2001. 

 

PRINCIPIO PRO HOMINE-Alcance/PRINCIPIO PRO HOMINE-

Concepto/PRINCIPIO PRO PERSONA-Concepto/PRINCIPIO PRO PERSONA-

Alcance. 

El Estado colombiano, a través de los jueces y demás asociados, por estar fundado en el respeto 

de la dignidad humana (artículo 1º de la Constitución) y tener como fines garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes (artículo 2º), tiene la obligación de preferir, 

cuando existan dos interpretaciones posibles de una disposición, la que más favorezca la 

dignidad humana. Esta obligación se ha denominado por la doctrina y la jurisprudencia 

“principio de interpretación pro homine” o “pro persona”. A este principio se ha referido esta 

Corporación en los siguientes términos: “El principio de interpretación <pro homine>, 

impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y sus 

derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto de la 

dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos 

humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional”. Éste es 

entonces un criterio de interpretación que se fundamenta en las obligaciones contenidas en los 

artículos 1° y 2º de la Constitución antes citados y en el artículo 93, según el cual los derechos 

y deberes contenidos en la Constitución se deben interpretar de conformidad con los tratados 

sobre derechos humanos ratificados por Colombia. En lo que tiene que ver con los derechos, 
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los mencionados criterios hermenéuticos se estipulan en el artículo 5° del Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 29 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos. Adicionalmente, se debe afirmar que estos criterios configuran parámetro de 

constitucionalidad, pues impiden que de una norma se desprendan interpretaciones restrictivas 

de los derechos fundamentales. El principio pro persona, impone que “sin excepción, entre dos 

o más posibles análisis de una situación, se prefiera [aquella] que resulte más garantista o que 

permita la aplicación de forma más amplia del derecho fundamental”. 

PRINCIPIO DE LEGALIDAD 

Todo acto privado está sujeto a la ley. Al respecto es necesario precisar el alcance 

constitucional y legal que debe aplicarse al sub judice. 

El artículo 4º de la C. P, prevé: SUPREMACÍA NORMATIVA DE LA CONSTITUCIÓN 

La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución 

y la ley u otra norma jurídica, se aplicará las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, 

y respetar y obedecer a las autoridades. 

Em sentencia C- 157 de 1998, la C. C, precisó” En un estado social de derecho en donde el 

ejercicio del poder está supeditado a la observancia de la Constitución y al imperio de la 

legalidad, es esencial el respeto por la eficacia material de la normatividad creada por el 

legislador y de los actos administrativos que dentro del marco de sus respectivas 

competencias expiden las diferentes autoridades en cumplimiento de los cometidos o tareas 

a ellas asignadas. En efecto, resulta paradójico que muchas veces las normas quedan escritas, 

es decir, no tienen ejecución o concreción práctica en la realidad, de modo que el proceso 

legislativo y su producto se convierte a menudo en inoperantes e inútiles. 

Por su parte el artículo 6º es del siguiente tenor. Principio de responsabilidad jurídica de los 

particulares y los servidores públicos. 

Los particulares solo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las 

leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en 

el ejercicio de sus funciones. 

CODIGO GENERAL DEL PROCESO 

ARTÍCULO 7o. LEGALIDAD. Los jueces, en sus providencias, están sometidos al 

imperio de la ley. Deberán tener en cuenta, además, la equidad, la costumbre, la 

jurisprudencia y la doctrina. 

Cuando el juez se aparte de la doctrina probable, estará obligado a exponer clara y 

razonadamente los fundamentos jurídicos que justifican su decisión. De la misma manera 

procederá cuando cambie de criterio en relación con sus decisiones en casos análogos. 

El proceso deberá adelantarse en la forma establecida en la ley. 

ARTÍCULO 11. INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PROCESALES. Al 

interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos 

es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en 

la interpretación de las normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación 

de los principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso 

el debido proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos 

constitucionales fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades 

innecesarias. 

ARTÍCULO 12. VACÍOS Y DEFICIENCIAS DEL CÓDIGO. Cualquier vacío en las 

disposiciones del presente código se llenará con las normas que regulen casos análogos. A 
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falta de estas, el juez determinará la forma de realizar los actos procesales con observancia 

de los principios constitucionales y los generales del derecho procesal, procurando hacer 

efectivo el derecho sustancial.  

ARTÍCULO 13. OBSERVANCIA DE NORMAS PROCESALES. Las normas 

procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en 

ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o 

particulares, salvo autorización expresa de la ley. 

Las estipulaciones de las partes que establezcan el agotamiento de requisitos de 

procedibilidad para acceder a cualquier operador de justicia no son de obligatoria 

observancia. El acceso a la justicia sin haberse agotado dichos requisitos convencionales, no 

constituirá incumplimiento del negocio jurídico en donde ellas se hubiesen establecido, ni 

impedirá al operador de justicia tramitar la correspondiente demanda. 

Las estipulaciones de las partes que contradigan lo dispuesto en este artículo se tendrán por 

no escritas.  

ARTÍCULO 14. DEBIDO PROCESO. El debido proceso se aplicará a todas las 

actuaciones previstas en este código. Es nula de pleno derecho la prueba obtenida con 

violación del debido proceso. 

ARTÍCULO 42. DEBERES DEL JUEZ. Son deberes del juez: 

2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los poderes que este código 

le otorga. 

3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código consagra, los 

actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que deben observarse 

en el proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. 

4. Emplear los poderes que este código le concede en materia de pruebas de oficio para 

verificar los hechos alegados por las partes. 

5. Adoptar las medidas autorizadas en este código para sanear los vicios de 

procedimiento o precaverlos, integrar el litisconsorcio necesario e interpretar la 

demanda de manera que permita decidir el fondo del asunto. Esta interpretación debe 

respetar el derecho de contradicción y el principio de congruencia. 

12. Realizar el control de legalidad de la actuación procesal una vez agotada cada etapa del 

proceso. 

ARTÍCULO 132. CONTROL DE LEGALIDAD. Agotada cada etapa del proceso el juez 

deberá realizar control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades 

u otras irregularidades del proceso… 

CAPITULO X 

PETICIÓN 

Teniendo en cuenta lo anteriormente esgrimido, reitero mi solicitud en el sentido de revocar 

el proveído de fecha 2 de nayo de 2023. 

Que, como consecuencia de lo anterior, sírvase atender las consideraciones que se han puesto 

de presente por el recurrente.  

Corolario con lo anterior, sírvase escuchar las objeciones de la liquidación del crédito 

planteada por la parte ejecutada.  
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CAPITULO XI 

PRUEBAS 

 Reitero el acompañamiento de las pruebas que se realizaron al momento de objetar la 

liquidación del crédito, en aras de suplir eventuales omisiones por parte del juzgador a saber: 

1. Liquidación de la Deuda presentada por la parte Ejecutante aportada al plenario. 

2. Reglamento de Propiedad Horizontal de la Copropiedad Cabañas de Tahití. 

3. Acta de Asamblea de fecha 5 de enero de 2012. 

4. Certificación sin fecha expedida por la señora NUBIA AVENDAÑO BERMUDEZ, 

administradora del Conjunto Residencial Cabañas de Tahití. 

5. Respuesta brindada por la señora NUBIA AVENDAÑO BERMUDEZ, administradora del 

Conjunto Residencial Cabañas de Tahití, dentro de la acción de tutela con radicado: 2022-

00351.  

6. Solicitud de cumplimiento de la Ley 675 de 2001. 

7. Sentencia de fecha 22 de junio de 2018, proferida por el Juzgado 3° Civil de Circuito de 

Santa Marta, por medio de la cual se ordena a la Copropiedad Cabañas de Tahití, cobrar las 

cuotas de administración a partir del 4 de octubre de 2013. (Acta y videograbación). 

LINK PARA VISUALIZAR LA VIDEOGRABACIÓN: 

https://1drv.ms/v/s!Asnk68Lc2TM6o1zNEusg3bgtjItK?e=0QDqfS 

 

NOTIFICACIONES 

El suscrito: FRANKLIN DE J. MARTINEZ MARTINEZ, en el Barrio Centro, Edif. Banco 

Cafetero, Of. 702 de Cartagena. Celular: 311-6855748. Correo electrónico: 

jesusmart23@hotmail.com. 

 

Atentamente, 

 

____________________________________ 

FRANKLIN DE J. MARTINEZ MARTINEZ  

C.C. No. 9.139.502 de Magangué 

T. P. No. 63.756 del C. S. J. 
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